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La seguridad social y la pensión universal

bErEnicE p. ramírEz lópEz

introducción

El fortalecimiento a la seguridad social se sitúo como uno de los aspectos relevantes en  
 las propuestas de campaña de los partidos políticos en la contienda presidencial de 

2012. Aunque destacaron las diferencias conceptuales que la ubican en un abanico que 
va desde el asistencialismo básico hasta la seguridad social integral, así como la disputa 
entre los diferentes modelos a seguir y la forma de financiarlos. 

Entre las propuestas de campaña de Enrique Peña Nieto, tres se presentaron con la 
intención de fortalecer la seguridad social: el seguro de desempleo, el seguro de vida para 
jefas de familia y la pensión para adultos mayores. El ajuste de la edad se realizó después 
de que el programa de Oportunidades denominado 70 y más se convirtió en 65 años y 
más, una vez que entró en funciones el actual representante del Poder Ejecutivo.

Las acciones que a nivel local antecedieron a la propuesta de una pensión universal 
son: la Ley de pensión alimentaria para los adultos mayores de 70 residentes en el Distrito 
Federal (2003) (hoy 68 años), el programa de Oportunidades 70 y más y los 13 progra-
mas para adultos mayores instrumentados por los gobiernos de los estados.Estas pro-
puestas fueron suscritas en el Pacto por México y aparecen en el Plan Nacional de 
Desarrollo. Posteriormente formaron parte del paquete de iniciativas que ya se aprobaron 
en la reforma hacendaria presentada el 8 de septiembre de 2013 y que se acompañan de 
cambios constitucionales. 

Llama la atención que a nivel del gobierno federal se reconozca la debilidad de la 
seguridad social en cuanto a cobertura y proponga una pensión no contributiva, instru-
mento de política social que se ha generalizado en América Latina, ya que de 14 países 
que cuentan con pensiones no contributivas de financiamiento público, y que en sus 
inicios fue focalizada a población vulnerable y en extrema pobreza, en cinco países han 
adoptado la forma de pensiones solidarias, básicas o sociales. Otro aspecto que en el 
discurso gubernamental se dejó de lado, al menos en la nomenclaturas, el término de 
protección social y se enfatizó en la perspectiva de la seguridad social. 

La propuesta cubre una creciente necesidad si se considera que se encuentran coti-
zando para su pensión 35.1 por ciento de la población económicamente activa; que los 
pensionados actuales representan tres por ciento de la población total; que menos de 20 
por ciento de los mayores de 65 años cuentan con una pensión de vejez y/o retiro, y que 
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por tanto no tienen cobertura de pensiones públicas 61 por ciento de la población, 71.8 
millones de personas (Coneval, 2013).1

¿Cuáles pueden ser los límites y debilidades de la propuesta cuando sólo se recono-
ce la baja cobertura, pero no se evalúan los resultados de las reformas al imss y al issste? 
Nada se ha dicho en cuanto a calidad y acceso efectivo. ¿Cuáles pueden ser las implica-
ciones que se derivarían del esquema de financiamiento aprobado? y si ¿es posible real-
mente lograr cobertura universal y un mínimo de bienestar?

Para abordar estas interrogantes se desarrollarán los siguientes aspectos: 1) situación 
actual de la seguridad social, de los mercados de trabajo y los alcances de la propuesta; 
2) características de la política social que se está instrumentando, y 3) acerca de la pensión 
universal.

situación actual de la seguridad social y de los mercados de trabajo 

El cuadro 1 es más que elocuente en cuanto a la falta de cobertura de los institutos de 
seguridad social. Sólo 35.1 por ciento de la población económicamente activa está coti-
zando para alguna institución de seguridad social. Cuando se aprobó la reforma del imss 
en 1995, se argumentó que se hacía para enfrentar los problemas financieros que se 
agudizaban por la transición demográfica, nunca se detuvieron a analizar las repercusio-
nes que tuvo el nuevo patrón de acumulación y modelo de crecimiento en los mercados 
de trabajo. La apertura de la economía, los procesos de privatización y haberse insertado 
al mercado mundial como países ensambladores provocó grandes transformaciones en la 
actividad del mercado interno. El crecimiento de empleo informal, más que desempleo, 
ha impacto desde entonces a la seguridad social contributiva. No sólo ha sido el creci-
miento del clásico sector informal definido por las actividades productivas y comerciales 
que realiza la unidad económica de los hogares, sino por el crecimiento del empleo des-
protegido. La generalización de las contrataciones por honorarios, por intermediación de 
compañías que subcontratan, dan por resultado que 58 por ciento de la población ocu-
pada se encuentre en empleos informales, 28.6 millones de mexicanos, frente a 20.2  
millones de trabajadores registrados en el sector formal, 42 por ciento de los ocupados.

1“[…] el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, relativa a la medición de la 
pobreza 2010-2012, […] señala que 61.2 % de los mexicanos (71.8 millones de personas) carece de acceso a 
la seguridad social. Así mismo, 66.3 % de las personas mayores de 65 años nunca ha cotizado al sistema de 
seguridad social y 37.6 % de ellas no recibe ningún tipo de pensión o jubilación, lo que será más grave en el 
futuro toda vez que en las nuevas generaciones hay un porcentaje amplio de la población que no cotiza en la 
seguridad social para su vejez (48.1 % de la población económicamente activa mayor de 16 años)” (Presidencia 
de la República, 2013:ii-iii).
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Figura 1. Población en México al segundo trimestre de 2014 

Fuente: enoe (INEGI, 2014). 

Si a esta situación se le suma que desde su origen la seguridad social mexicana nació 
diferenciada y segmentada, lo que provocó que nunca se hubiera alcanzado la universa-
lización, el problema se presenta con mayor complejidad. 

Cabe recordar que la seguridad social incluye a los seguros sociales contributivos que 
brindan servicios de atención médico-hospitalaria, pensiones y jubilaciones, prestaciones 
monetarias por riesgos ocupacionales, de enfermedad o maternidad, así como prestacio-
nes para vivienda y guarderías. También incluye a los programas públicos de atención a 
la salud, la asistencia social y asignaciones familiares que ahora se expresan principalmen-
te en los programas sociales focales como han sido Solidaridad, Progresa, Oportunidades, 
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en los que aportan los trabajadores, empleadores y el Estado, brindan seguros que cubren 
de forma más completa contingencias económicas y sociales. El resto de los programas 
públicos se ubican fundamentalmente en la atención de la salud y en algunas transferen-
cias monetarias focalizadas y muchas de ellas condicionadas. Es importante comparar lo 
que sucede en la actualidad, mientras el Seguro Popular cubre 1 500 intervenciones el 
imss atiende un promedio de 12 000 diagnósticos (Laurell, 2013:71-73).

Población
total

119.2
millones 

 

Población de
14 y más

88.9 millones
(74.4 %)

 

PNEA

36.9 millones
(41.4 %)

PEA

52.1 millones
(58.6 %)

Población PDO

2.5 millones 
(4.9 %)

 

PO

49.5 millones
(95.1 %)

O
PO

Ocupados
formales
(42.2 %)

Ocupados 
informales 

28.6 millones
(57.8 %)

 

 

35.1 % de la PEA con
derechos a salud 

y pensión 

Población de
14 y menos

30.6 millones
(25.7 %)



262 RamíRez López

La diversidad de programas, servicios y requisitos segmentó a la población y diferenció 
a la seguridad social. El origen de esta segmentación se establece en la misma Constitución 
Política de los Estados unidos Mexicanos.La fracción xxix del Artículo 123 señala que “es 
de utilidad pública la Ley del seguro social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de vejez, 
de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de 
guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, cam-
pesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares” (Congreso de la unión, 
2015). A pesar de la amplia mención del tipo de trabajador que se hace, lo que ha prevale-
cido es que los trabajadores sujetos al seguro social han sido principalmente los urbanos, 
del sector privado, formales y protegidos por su inscripción al imss. En esta dirección, la 
seguridad social mexicana se definió a sí misma en una perspectiva identificada con la con-
cepción de Beveridge, pero terminó instrumentado una de corte bismarkiano.2

A la fracción xxix del Artículo 123 se le añadió un apartado B en el que se establecen 
las bases de la seguridad social para los trabajadores de los poderes de la unión y del 
Distrito Federal. Se consideran seguros similares aunque se hacen más explícitas las 
garantías de mantenimiento del trabajo por incapacidad, la incapacidad de maternidad, 
atención médica a familiares, establecimiento de centros vacacionales, ayuda y aportacio-
nes  para vivienda. 

La fracción xiii señala que “las autoridades del orden federal, estatal, del Distrito 
Federal y municipal, a fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social 
del personal del ministerio público, de las corporaciones policiales y de los servicios 
periciales, de sus familias y dependientes, instrumentarán sistemas complementarios de 
seguridad social” que “ el Estado proporcionara a los miembros en el activo del ejército, 
fuerza aérea y armada, las prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción xi de este 
apartado (vivienda), en términos similares y a través del organismo encargado de la segu-
ridad social de los componentes de dichas instituciones. La fracción xiii bis señala que “el 
banco central y las entidades de la administración pública federal que formen parte del 
sistema bancario mexicano regirán sus relaciones laborales con sus trabajadores por lo 
dispuesto en el presente apartado” (Congreso de la unión, 2015). 

La existencia de un apartado A y otro B marca diferencias en el acceso a derechos 
laborales y sociales que hasta el momento establecen las diferencias entre trabajadores del 
sector privado frente a los del sector público, entre civiles y militares, y entre trabajadores 
de base y funcionarios y personal de confianza. Aspectos que profundizan situaciones de 
inequidad. 

El incumplimiento en el otorgamiento de servicios básicos para la sociedad mexicana 
condujo a reformar en 1983 el artículo 4, al que se adiciona lo siguiente, “toda persona 

2Beveridge (1942) incorpora la asistencia social y los seguros voluntarios complementarios a los seguros 
sociales contributivos ante riegos de enfermedad, accidentes de trabajo y vejez, instrumentados en Alemania 
por Bismark en 1883-1889.
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tiene derecho a la protección de la salud. La ley definirá las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la federación y las entida-
des federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción 
xvi del artículo 73 de esta Constitución”. Se refiere a que el Consejo de Salubridad 
General dependerá directamente del presidente de la República, sin intervención de nin-
guna secretaría de Estado, y sus disposiciones generales serán obligatorias en el país 
(Congreso de la unión, 2015).  A pesar de esta reforma, tuvieron que pasar otros 20 años 
para que se estableciera el Sistema de Protección Social en Salud que incluye a los pro-
gramas de Seguro Popular, Embarazo Saludable, Seguro Médico para una Nueva 
Generación, Oportunidades en su componente de salud y cirugía extramuros, y cuyos 
principales problemas son su carácter voluntario, no ausente del cobro de cuotas, su falta 
de infraestructura y atención limitada a un cuadro base de 1 500 intervenciones.

La falta de cobertura se acentúa si se observan las manifestaciones de los mercados 
laborales. Lo que más ha crecido dentro de la informalidad es el empleo desprotegido y 
ello tiene repercusiones directas en las densidades de cotización.3 Consar muestra que 
de su registro de 50 millones de cuentas individuales, 26.2 millones están inactivas, la 
densidad de cotización es de 38 por ciento. Esto quiere decir que si la Ley del seguro social 
señala 1 250 semanas para tener derecho a una pensión mínima garantizada, los trabaja-
dores han cotizado un promedio de 475 semanas en 16 años que lleva el sistema. ¿qué 
pasará con los trabajadores que al final de su vida laboral no alcancen cotizar 1 250 
semanas? La Ley del imss de 1995, en el ámbito de pensiones de vejez y retiro, tiene un 
pilar solidario a partir de ofrecer una pensión mínima garantizada que representa un 
salario mínimo de 1 997 indexado. Se otorgaría una pensión mínima garantizada a los 
que tengan ahorros insuficientes, pero el requisito es cotizar 1 250 semanas. Para los 
trabajadores del issste, la pensión mínima garantizada equivale a dos salarios mínimos de 
2 007 indexados, y el requisito son 30 años de trabajo para hombres y 28 para mujeres. 

Con los niveles de densidad registrados, con el porcentaje de empleo informal y 
desprotegido que se tiene, es probable que sólo 36.5 por ciento alcance una pensión 
mayor a la mínima (Valencia, 2008:34). Cabe señalar que los cálculos prospectivos del 
actuario Valencia, toman como tasa de densidad la que registró Chile en la encuesta 
levantada en 2002, que fue de 50.2 por ciento y que el tiempo de cotización que deter-
minan las leyes chilenas son 20 años. Actualmente la densidad de cotización en México 
es de 38 por ciento y el tiempo de cotización obligatorio para acceder a una pensión son 
1 250 semanas, 24 años para los trabajadores afiliados al imss.

La posibilidad de contar con seguridad económica en la vejez es un desafío grande, 
por ello se señala que a la propuesta de pensión universal le faltó primero hacer una 
evaluación de los alcances de las reformas al imss a partir de 1995 y del issste en 2007, 

3Número de aportaciones realizadas en el tiempo requerido para obtener una pensión, 1 250 semanas en 
el imss. En el issste, 28 años las mujeres y 30 años los hombres. 
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así como la revisión de la viabilidad del actual sistema de capitalización individual de 
administración privada, que en 2013 tuvo minusvalías de siete por ciento y su tasa de 
rentabilidad nominal en esos 12 meses fue de 2.86 por ciento (Consar, 2013). 

Las reformas no cumplieron con dos objetivos básicos, la ampliación de la cobertura 
y la sustentabilidad del modelo en su orientación de posibles beneficios al trabajador. Sin 
embargo, hay que destacar que nuevamente se esté poniendo en el centro de la política 
social a la seguridad social como expresión de responsabilidad estatal. Lo que llama la 
atención es que sea después de tres décadas de buscar mediante instrumentos de política 
económica su descapitalización, así como de la ausencia de vigilancia en las prácticas 
mercantiles y de rentabilidad del sector privado en la gestión de pensiones y servicios de 
salud.

características de la política social que se está instrumentando

Las reformas a la seguridad social en América Latina inician en 1981 con la reforma pre-
visional y la reforma en salud instrumentada en Chile. Destaca por los cambios de alcan-
ce estructural que introduce, nuevos requisitos, nuevas modalidades de financiamiento 
que corresponden con las transformaciones en las funciones del Estado, de ser éstas de 
orientación intervencionista y tintes socialdemócratas, transita hacia un Estado netamen-
te liberal que considera que los individuos pueden acudir al mercado a solucionar sus 
necesidades de salud y bienestar, y que el Estado sólo deberá atender a los más despro-
tegidos (Esping-Andersen, 2002). Con ello se inicia un cambio de perspectiva privilegian-
do las políticas de atención a la pobreza y abandonando las que contengan elementos que 
promuevan una distribución más equitativa de la riqueza, como serían políticas activas 
de empleo protegido. De la misma forma se acotan las responsabilidades estatales y se 
priorizan las individuales.

Además, esta orientación privilegia lo financiero sobre lo social. Lo que importa es el 
equilibrio y la superación del déficit, y para ello nuevamente se acude a las transferencias 
entre el Estado (que se financia con los recursos de todos los ciudadanos) y el sector 
privado. Se han creado condiciones de crecimiento para el mercado de capitales así como 
para el ahorro financiero. Se han desarrollado a los prestamistas institucionales pero no a 
los ciudadanos con ingresos suficientes para que construyan certezas en la cobertura de 
sus riesgos de vida.

Evidentemente que se continúa en la disputa entre modelos de bienestar, no ha sido 
semántica la contienda entre instrumentar sistemas de protección social o fortalecer a la 
seguridad social. La protección social fue definida antes de ponerle los calificativos de 
integral, universal, etcétera, como “intervenciones públicas y privadas para asistir a los 
individuos, hogares y comunidades a mejorar su manejo del riesgo y proporcionar apoyo 
a quienes se encuentran en la extrema pobreza” (Banco Mundial, 1996:133-148). Aquí lo 
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que destaca es la participación de actores públicos y privados y la orientación hacia la 
superación de la pobreza. La definición de seguridad social, y que de alguna manera 
concentra una secuencia histórica, es la emitida por la Organización Internacional del 
Trabajo. La define como “la protección que la sociedad otorga contra las contingencias 
económicas y sociales derivadas de la pérdida de ingresos a consecuencia de enfermeda-
des, maternidad, riesgos de trabajo, invalidez, vejez y muerte, incluyendo la asistencia 
médica”. Esta definición incluye una perspectiva de solidaridad intergeneracional, que 
fortalecida a través de conferencias internacionales que han resultado en declaraciones, 
convenios y recomendaciones como el Convenio 102,4 ha permitido que la seguridad 
social alcance el reconocimiento de derecho social y responsabilidad estatal.

Esta perspectiva es la que se fue desdibujando en todo el período neoliberal. Se 
impuso con fuerza la visión de un Estado liberal, residual, que a partir de políticas focales 
imprimió una perspectiva asistencialista a la atención de la extrema pobreza mediante 
transferencias monetarias condicionadas.

Se argumenta que ya no hay espacio para políticas distributivas, de carácter solidario 
y de financiamiento colectivo debido al proceso de envejecimiento de la población. 
Nunca se detienen a analizar el impacto de los mercados laborales en la seguridad social, 
que como se ha señalado es la variable fundamental para entender la crisis de la seguridad 
social contributiva, así como el auge de las políticas focales y asistenciales.

El impacto de la apertura externa y de privilegiar la relación con el exterior se obser-
va en la ruptura de las cadenas productivas al interior del mercado interno. Además, el 
bajo crecimiento que ha registrado la economía mexicana está dando cuenta de que las 
principales ocupaciones que se generan en el país son en el sector de los hogares que 
genera 45.6 por ciento de la ocupación, frente al 54.4 por ciento que generan las empre-
sas, el gobierno y las instituciones. Cabe señalar que del total del empleo informal, 23.7 
por ciento se ubica en las empresas, gobierno e instituciones (INEGI, 2014).

Ahora que ya han pasado algunos años de la puesta en marcha del asistencialismo 
focalizado y de las transferencias condicionadas, y que varias evaluaciones muestran una 
relación entre disminución de la extrema pobreza y ciclo económico en crecimiento, pero 
ningún cambio en la concentrada distribución del ingreso, se están analizando las modi-
ficaciones que deberá tener la política pública, pero al no querer hacer modificaciones en 
el patrón de acumulación y en el modelo de desarrollo, no es posible salir de la perspec-
tiva asistencial.

4El convenio incluye nueve rubros básicos de la seguridad social: asistencia médica, prestaciones mone-
tarias de enfermedad, prestaciones de desempleo, de vejez, por accidente de trabajo o enfermedad profesional, 
prestaciones familiares, de maternidad, por invalidez y prestaciones de sobrevivientes. También se establecen 
normas sobre la igualdad de trato a los residentes no nacionales. un elemento importante es que se determinan 
cuotas mínimas de cobertura por cada rubro de seguridad social, ya sea como un porcentaje de los trabajadores 
asalariados o de los residentes del país. Cabe señalar que este convenio no hace referencia a los mecanismos 
específicos de implementación de la seguridad social (oit, 2002:5-7).
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En México, el gasto en desarrollo social ha venido ganando participación en el gasto 
neto total del sector público, en 1970 representaba 24 por ciento y en 2008 44.2 por 
ciento. En relación con el gasto programable, el gasto social representaba 26 por ciento 
en 1970 y  57.9 por ciento en 2008. La participación del gasto social en el pib pasó de 
seis en 1991 a 11.5 por ciento en 2011, pero la pobreza siguió creciendo (cepal, 2013).

El gasto en salud y educación es bajo. El gasto en salud representa 2.7 por ciento del 
pib, la Organización Mundial de la Salud recomienda un mínimo de cinco por ciento. El 
gasto en educación es de 3.7 por ciento del pib, la unesco recomienda un mínimo de ocho 
por ciento.  De igual manera lo que se destina al programa Oportunidades representó en 
2009  0.39 por ciento del pib. Las transferencias en dólares también son muy bajas. El 
apoyo alimentario mensual representa 21 dólares (EE. uu.). El apoyo mínimo a educa-
ción 11.5 dólares. Si una familia fuera candidata a recibir todos los apoyos, el máximo 
que recibiría al mes serían 193.5 dólares  (Ramírez, 2011).

El fortalecimiento de las políticas focales y asistenciales, sin modificaciones en el 
patrón de acumulación ni en el modelo de desarrollo, deja fuera las raíces del problema, 
no ha reducido los niveles de pobreza porque no se han atacado las raíces de la pobreza, 
no modifican el patrón de acumulación ni el modelo de desarrollo y por ello no atacan 
las raíces de la pobreza. Entonces cabe la pregunta, si las causas de la pobreza no quieren 
ser enfrentadas, porque no se quiere modificar el patrón de acumulación y el modelo de 
desarrollo, ¿acaso las políticas asistenciales se orientan exclusivamente por situar a las 
personas arriba de la línea de pobreza?, ¿o contienen elementos que mejoran ingreso y 
condiciones de vida?

acerca de la pensión universal

Revisando las propuestas de campaña de las elecciones de 2012, la construcción del 
denominado Pacto por México y el Plan Nacional de Desarrollo, y ante un crecimiento de 
la desigualdad y de la inseguridad ciudadana, llama la atención que el tema de la seguri-
dad social se hubiera colocado en la agenda nacional, aunque con contenidos de corte 
asistencialista.

Lo que hay que subrayar es que sea después de tres décadas de políticas económicas 
que han profundizado la descapitalización de los institutos nacionales de seguridad social, 
así como del fortalecimiento de prácticas mercantiles y de beneficios económicos para el 
sector privado en la gestión de pensiones y servicios de salud, y del fortalecimiento de los 
programas asistenciales que han tenido poco impacto en la disminución de la pobreza.

una hipótesis en relación con la propuesta de pensión universal es que se están ade-
lantando a lo observado hace tiempo, la capitalización individual de administración pri-
vada dará pocas pensiones y en bajos montos. La baja densidad de cotización que se 
deriva de la movilidad laboral y la alta proporción de empleo desprotegido, así como la 
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relación entre niveles salariales y aportaciones a la seguridad social darán por resultado, 
si no cambian las condiciones y diseño de las pensiones, pocas y muy bajas pensiones de 
retiro y vejez. Así que el gobierno al proponer la pensión universal promueve que el 
conjunto de la población que aporta con el pago de impuestos a las finanzas públicas, 
asuma el costo de las transferencias de los ahorros de los trabajadores al sector privado. 
y ante la falta de incentivos para promover la inversión productiva y la generación de 
empleos protegidos, así como de políticas orientadas al fortalecimiento del mercado inter-
no, las pensiones no contributivas aparecen como la única posibilidad de incentivar un 
magro consumo que evite una estrepitosa caída a la extrema pobreza, aunque lo más 
relevante son las derivaciones políticas que puedan resultar de vincular beneficiarios con 
clientela política. Adelantarse a las pocas y bajas pensiones, podría explicar en parte la 
reducción de edad de 70 a 65 años porque se empata con la edad de jubilación señalada 
en las leyes reformadas del imss y del issste.

Las propuestas sobre la instrumentación de una pensión universal o una pensión no 
contributiva, término más adecuado, datan de muchos años atrás. Algunas de estas 
modalidades fueron introducidas en los beneficios que brindan algunos Estados de bien-
estar europeos para aquellas personas que no habían contribuido para su pensión o que 
habiendo contribuido, sus ingresos eran muy reducidos por lo que requerían de un apoyo 
económico. En las últimas tres décadas y ante la falta de empleo y la existencia de activi-
dades no remuneradas, como las del hogar, nuevamente resurgió el tema por las pensio-
nes universales, las pensiones no contributivas y hasta la consideración de una renta 
ciudadana (Bertomeu y Raventós, 2006:2)

En México, la primera propuesta a nivel local de una pensión no contributiva inicia 
en 2003 en el Distrito Federal con la ley que establece el derecho a la pensión alimentaria 
para los adultos mayores de 70 años, modificada a partir de los 68 años en 2013 
(Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 2003). El beneficio otorgado es “una pensión 
diaria no menor a la mitad del salario mínimo vigente en el Distrito Federal” (1 009.00 
pesos en 2014)  (Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 2013).

Entre sus ventajas, además de establecer un mínimo ingreso, es la de haberle otorga-
do un enfoque de derechos mediante la Ley de desarrollo social del año 2000. Sin embargo, 
a lo largo de la última década, los gobiernos del Distrito Federal van a adoptar sin más 
explicación analítica o política, el concepto de protección social que el gobierno federal 
maneja a lo largo de los dos últimos sexenios, y las diversas delegaciones empiezan a 
instrumentar una serie de programas de corte asistencialista que se cuentan en más de 
400 iniciativas (Coneval, 2013). De esta forma, el gobierno del Distrito Federal no ha 
logrado articular la pensión alimentaria ni la política social con una propuesta de desarrollo, 
aunque ha otorgado un mínimo ingreso a 80 por ciento de los mayores de 68 años que 
no tienen pensión, se convierte en un programa a imitar ya que dará lugar a una diversi-
dad de iniciativas similares, aunque con menos apoyo monetario, por todo el país. Sin 
embargo, en el Distrito Federal es una agenda pendiente la creación de empleo protegido. 
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Con proporciones similares a las nacionales, 50.1 por ciento de la población ocupada se 
encuentra en el empleo formal y 49.9 por ciento en el empleo informal. No hay políticas 
activas de empleo, ni de créditos ni mecanismos que operen como banca de desarrollo. 
Sólo se ha priorizado en el rescate y manejo de los espacios públicos.

En la última década se mantiene la siguiente distribución, 40 por ciento de los ocu-
pados en el Distrito Federal pertenece a un micro negocio, siendo mayoritarios (23 %) 
los que no tienen local, frente a los que si lo tienen (17.1 %). 18 por ciento de los ocu-
pados son de pequeñas empresas, 13 por ciento de medianas y 12 por ciento de las 
grandes, porcentaje que disminuyó en 0.6 por ciento durante 2010. Los ocupados en el 
gobierno representaban 10 por ciento en 1996, 7.4 por ciento en 2006 y 8.5 por ciento 
en 2010 (Ramírez y Álvarez, 2010)

24 por ciento de los ocupados se ubica en el sector de los hogares. Se contabilizan 
27 por ciento de los ocupados en actividades informales, 19.9 por ciento como trabaja-
dores por cuenta propia. Si se suma 27 por ciento del sector informal con 35 por ciento 
de los trabajadores subordinados y remunerados que no tienen contrato escrito, el 
Distrito Federal se acerca al porcentaje nacional de que sólo 33 por ciento de la población 
ocupada cuenta con seguridad social (Ramírez y Álvarez, 2010).

Otro programa que impulsa pensiones no contributivas es el de Oportunidades 70 y 
más, ahora convertido en 65 y más.5 El programa está diseñado para “personas de 70 
años de edad o más que no reciban ingresos por concepto de pago de jubilación o pen-
sión”. Para 2012, esta población se estimó en 3 328 573 personas (padrón al cierre). Se 
les otorga los siguientes apoyos:

a) Los empadronados reciben apoyos económicos mensuales con entregas bimestrales 
de 500 pesos y el pago de marcha por única ocasión de 1 000 pesos.

b)  Se les incorpora al sistema financiero nacional mediante la entrega de una tarjeta 
electrónica de una cuenta bancaria hasta por un monto de 300 pesos por ejercicio 
fiscal y por beneficiario. A estas acciones se les denomina incorporarlos a la bancari-
zación y a la educación financiera, acciones discutibles que no han sido analizadas a 
profundidad; su introducción al sistema financiero, mayoritariamente transnacional, 
ejemplifica que interesa más tenerlos como clientes cautivos para más adelante 
cobrarles intereses y comisiones con otros instrumentos crediticios, que instrumentar 
acciones y procesos que les permita seguridad económica en la vejez que debería 
derivarse de un período de vida activa con trabajo protegido y bien remunerado.

c)  A lo ya señalado se suman acciones para aminorar el deterioro de la salud física y men-
tal. Aquí entra la condicionalidad de los beneficios ya que para continuar recibiéndolos 
tienen que acudir a revisión médica en los centros de salud. Debido a la estrecha rela-

5Este apartado se apoya en “Meta evaluación 2007-2012 del Programa 70 y más. Informe final”, elaborado 
por el Centro universidad-Empresa de la universidad Autónoma de Chiapas (2012).
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ción entre pobreza y marginación, a la deteriorada condición incapacitante de la vejez 
se suma que los mayores de 70 años deberán recorrer como puedan y sin apoyos 
logísticos distancias enormes, que pueden significar días, al centro de salud más cerca-
no para su revisión médica, si quieren recibir sus 584 pesos (actualizados a 2014). 

La población potencial prácticamente se cuadruplicó en el período de 2007 a 2011, 
debido a la ampliación de la cobertura a localidades de hasta 30 000 habitantes. Para el 
mismo período, la población objetivo se duplicó, y esta situación explica la reducción de 
la cobertura estimada entre la población potencial y la objetivo. En cambio, la cobertura, 
estimada entre la población objetivo y la atendida, ha aumentado en el período 2007 a 
2011. En el último año la cobertura alcanzó 107 por ciento porque se atendió a 2 149 024 
frente a una población objetivo programada de 2 009 019 personas. 

Se señalaba que la ley que establece el derecho a la pensión alimentaria para los adul-
tos mayores de 65 años y más empezó a replicarse por varios gobiernos de los estados. Para 
2013 se registraban 13 programas de pensiones no contributivas. Los montos más altos son 
los que se otorgan en el Distrito Federal y en quintana Roo (medio salario mínimo).

La pensión universal para mayores de 65 años, aprobada por la Cámara de Diputados 
el 18 de marzo de 2014, mediante el proyecto de decreto por la que se expide la Ley de la 
pensión universal y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de los 
sistemas de ahorro para el retiro, de la Ley del seguro social, de la Ley del Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de la Ley del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores y de la Ley federal del trabajo (Cámara de Diputados, 2014), y que 
permanece en stand by en el Senado, se deriva de las diversas propuestas de campaña y del 
acuerdo político en el Pacto por México (Peña Nieto, zambrano, Díaz y Madero, 2012), 
que se expresa en el numeral 2.4 del Plan Nacional de Desarrollo (Gobierno de la República, 
2013) y que señala varias metas6 a favor de una seguridad social fortalecida y que otorgue 

6Ampliar el acceso a la seguridad social; proteger a la sociedad ante eventualidades que afecten el ejercicio 
pleno de sus derechos sociales; fomentar políticas de empleo y fortalecer los programas de transferencias para 
proteger el poder adquisitivo y el ingreso; instrumentar el seguro de vida para mujeres jefas de familia; promo-
ver la inclusión financiera en materia de aseguramiento de los distintos riesgos que enfrentan los mexicanos a 
lo largo del ciclo de vida; apoyar a la población afectada por emergencias u otras situaciones adversas, median-
te la responsabilidad compartida entre la sociedad y el Estado; promover la cobertura universal de servicios de 
seguridad social en la población; facilitar la portabilidad de derechos entre los diversos subsistemas que existen 
tanto a nivel federal como en las entidades federativas y municipios; promover la eficiencia y calidad al ofrecer 
derechos de protección social a la población, independientemente de la condición laboral y tomando en cuen-
ta a las personas adultas mayores; instrumentar una gestión financiera de los organismos de seguridad social 
que garantice la sustentabilidad del sistema de seguridad social en el mediano y largo plazos; reordenar los 
procesos que permitan el seguimiento del ejercicio de recursos con apego fiel al logro de resultados; racionalizar 
y optimizar el gasto operativo; incrementar los mecanismos de verificación y supervisión del entero de aporta-
ciones y cuotas; determinar y vigilar los costos de atención de los seguros, servicios y prestaciones; implemen-
tar programas de distribución de medicinas; promover esquemas innovadores de financiamiento público-privado; 
impulsar la sustentabilidad de los sistemas de pensiones (Gobierno de la República, 2013).
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más y mejor cobertura. Los objetivos señalados sin argumentaciones ni diagnósticos sóli-
dos terminan siendo una enumeración de buenos propósitos, desarticulados entre sí. 
Confunden objetivos con derechos, con procesos, con metas y nunca expresan la necesi-
dad de hacer un diagnóstico completo del estado de la seguridad social después de las 
reformas instrumentadas, en el contexto de una débil economía que no ha generado 
empleos formales y que además se encuentra en una rápida transición demográfica que 
ante la falta de política pública eficiente ha perdido ya buena parte del bono demográfico.

La pensión universal7 pretende favorecer a todas las personas de 65 años y más que 
no cuenten con una pensión mensual menor a 1 092 pesos. Además de los requisitos de 
edad, deben residir en territorio nacional y tienen que estar inscritos en el Registro 
Nacional de Población. Es decir además de contar con acta de nacimiento, la población 
tiene que certificar su clave única de registro de población (curp).La pensión debería 
haber iniciado en 2014 con 584 pesos mensuales, 29 por ciento de un salario mínimo y 
el monto de 1 092 se alcanzará progresivamente en 15 años, que indizado será aproxi-
madamente de 1 900 pesos.

Se reproduce lo señalado en la pensión de 70 y más referente al pago de gastos fune-
rarios, dos mensualidades de pensión. El monto definido de 1 092 pesos ni siquiera cubre 
el monto de ingreso de bienestar mínimo determinado por Coneval, que para febrero de 
2014 era de 1 234 pesos. Mucho menos los 584 pesos con los que iniciará. No se cumple 
con lo señalado en la definición del Artículo 2, iii, “pensión universal: el beneficio que con-
siste en el pago mensual vitalicio que recibirán, durante su vejez, las personas que cumplan 
con los requisitos previstos en esta ley, para apoyar sus gastos básicos de manutención”.

Pareciera que la pensión universal pretende enmendar los errores del modelo econó-
mico que desestructuró al mercado interno y que no ha dejado más opción que sobrevi-
vir a partir de los activos generados y acumulados por varias generaciones familiares y 
que se expresan en el sector económico de los hogares. Se están haciendo muchas refor-
mas con la intención de encontrar nuevas sendas de crecimiento pero no se observan 
incentivos productivos ni educativos para fortalecer la inserción de los pobres, excluidos 
e informales en actividades remuneradas y protegidas.

Lo que más llama la atención es la propuesta de financiamiento de la pensión uni-
versal. Señala que mediante estudios actuariales y demográficos los recursos para esta 
pensión deberán preverse en el presupuesto anual de egresos de la federación. Este res-
paldo es bueno y ya se aprobaron 4 083 millones de pesos para 2014 para su ejecución. 
Ahora, el gobierno federal tiene la obligación de encontrar los recursos presupuestales 
para igualar en términos reales el valor de 1 092 pesos mensuales. Para ello se ha plan-
teado un lapso de 15 años.

7Este apartado se apoya en una ponencia de la autora presentada en sesión de trabajo de las comisiones 
unidas de Hacienda y Crédito Público; de Seguridad Social, y de Estudios Legislativos, Primera, y de Puntos 
Constitucionales de la Cámara de Senadores (Ramírez, 2014).
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Cabe señalar las características que tiene el presupuesto de 2015 para comprender 
que a pesar de ya estar aprobado el proyecto de ley, los recursos con que cuenta para su 
instrumentación son mínimos y la mayor parte de lo asignado será para atender a la defi-
citaria seguridad social contributiva. Para 2015 se han asignado 497.7 mil millones de 
pesos para el imss y 208.8 mil millones de pesos para el issste (shcp, 2014). Del presupues-
to aprobado en 2014 se asignaron 360 071.3 mdp a las “aportaciones a seguridad social”. 
De este monto, 72.9 por ciento se destinaría para pagar pensiones y jubilaciones en curso 
de pago, apoyo para cubrir el déficit de la nómina de pensiones del issste y el seguro de 
enfermedades y maternidad. En términos relativos, la mayor expansión presupuestal se 
presentó en el rubro de pensión mínima garantizada del imss (49.9 %) (cefp, 2013). La 
iniciativa de la ley además señala: 

Finalmente, se prevé que el gobierno federal, para el financiamiento de la pensión universal 
de las personas que a partir del año 2014 cumplan 18 años de edad, constituirá un fideicomi-
so en el Banco de México irrevocable, sin estructura orgánica, el cual se integrará con los 
recursos que, atendiendo a los estudios actuariales y demográficos elaborados conforme al 
reglamento de la Ley de la pensión universal, se prevean cada año en el presupuesto de egresos 
de la federación. Los recursos aportados al fideicomiso se individualizarán a favor de las per-
sonas a que se refiere el párrafo anterior en la medida en que se cuente con la información que 
permita su plena identificación, en términos del reglamento, y se encuentren registrados en 
una administradora de fondos para el retiro (Presidencia de la República, 2013:X y XI).

Se está nuevamente con perspectivas teóricas de altos costos económicos y políticos, 
que consideran que lo prioritario es el ahorro, aunque se convierta en ahorro financiero, 
y no en inversión que detone crecimiento, empleo, salarios y ahorro. Además se convier-
te una vez más en transferencias de los que pagan impuestos al sector privado que admi-
nistra estos recursos. ¿Por qué no discutir otros modelos de financiamiento, como el de 
cuentas nocionales?, pues porque ha sido muy alta la rentabilidad para las Afores, aunque 
las pensiones no se den y se termine por ofrecer 584 pesos mensuales que no son sufi-
cientes ni abonan a la equidad.

La propuesta de ley también incluye: adopción de un nuevo modelo de traspasos de 
cuentas individuales (es inconcebible que 50 % de traspasos sea a las Afore de menor 
rentabilidad y mayor comisión); cambios al esquema de cobro de comisiones por parte 
de las administradoras de fondos para el retiro (en adelante Afore); nuevas reglas de asig-
nación para los nuevos trabajadores entrantes al sistema para inducir menores comisio-
nes; fortalecimiento del gobierno corporativo de las Afore y ampliación de su objeto; 
nuevas obligaciones operativas para las Afore y nuevas facultades a la Consar para la 
supervisión de éstas; atención y servicios a los trabajadores; incentivos al ahorro volunta-
rio; mayor certeza jurídica y facilidad de trámites para los beneficiarios, los trabajadores 
en la mayoría de los casos tienen que demandar para recuperar su SAR92 y su ahorro; 
cambios operativos al régimen de inversión de las Afore (éstas pretenden una regulación 
más flexible que les permita participar más en renta variables y compra de acciones).
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una vez revisada la minuta proyecto de decreto de la Ley de pensión universal, presen-
tada el 18 de marzo por la Cámara de Diputados (2014), se señala lo siguiente: 

•	 La	posibilidad	de	contar	con	seguridad	económica	en	la	vejez	es	un	desafío	grande,	por	
ello a la propuesta de pensión universal le faltó primero hacer una evaluación de los 
alcances de las reformas al imss a partir de 1995 y del issste en 2007, así como la revi-
sión de la viabilidad para las pensiones de los trabajadores, del actual sistema de capi-
talización individual de administración privada, que durante 2013 tuvo minusvalías de 
siete por ciento, y que se mantuvieron en algunos meses de 2014 (Consar, 2013).

•	 Es	un	proyecto	de	ley	que	junto	con	la	de	desempleo	mantiene	la	segmentación	de	
la población en general y de la seguridad social en particular, segmentación cuyo 
origen se encuentra en la Constitución. La existencia de un apartado A y otro B marca 
diferencias en el acceso a derechos laborales y sociales que hasta el momento esta-
blecen las diferencias entre trabajadores del sector privado frente a los del sector 
público, entre civiles frente a militares y entre trabajadores de base frente a funcio-
narios y personal de confianza. Aspectos que profundizan situaciones de inequidad y 
no contribuyen a la universalización. Se profundiza la segmentación y la inequidad 
porque antes de que entre en vigencia la ley referida ya se aceptó que los programas 
y políticas de apoyo a las personas adultas mayores que emprendan entidades fede-
rativas y municipios se mantengan vigentes, y que el seguro de desempleo sólo sea 
aplicable para los trabajadores sujetos al apartado A del Artículo 123.

•	 De	las	reformas	a	la	Ley del sar. El Artículo 3 fracción vi bis señala que se le entrega-
rá al trabajador un informe previsional con perspectiva pensionaria.

Aunque han pasado 17 años es un acierto que ahora se realice, porque los trabaja-
dores desconocen cuestiones tan básicas como cuál es su salario base y cuántas semanas 
de cotización tienen reconocidas, pero se necesita contar con un instrumento de cálculo 
elaborado y supervisado por diversas instancias, entre ellas de expertos y académicos que 
incluyan variables que reflejen el real comportamiento de la rentabilidad, el impacto de 
las comisiones  y el costo de los seguros de sobrevivencia. El trabajador debe tener claro 
su monto de rendimientos obtenidos. El actuario Alberto Valencia ha demostrado en 
diversos ejercicios realizados que con una densidad de cotización de 100 por ciento, 
cotizando por 40 años, la tasa de rentabilidad para el trabajador es apenas de 0.4 por 
ciento (Valencia, 2008). El impacto de las comisiones y de la dinámica de rentabilidad del 
sistema es muy revelador. Por ello, se debe aclarar que las minusvalías pueden ser mane-
jadas así para el sistema, no para los trabajadores, para ellos son claras pérdidas. 

•	 Hay	 que	 revisar	 con	 lupa	 las	 modificaciones	 al	 régimen	 de	 inversiones.	 Por	más	
regulación prudencial se tienen en este momento muchos ejemplos de la falta de 
regulación (ohl, hscb, etcétera).
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•	 La	reforma	al	Artículo	69	admite	adquirir	valores	que	sean	objeto	de	oferta	privada.	
Las Afore establecerán negociaciones directas con empresas.

•	 La	adopción	de	un	nuevo	modelo	de	traspasos	de	cuentas	individuales	resulta	tardío,	
es el segundo intento. La misma Consar en 2013 informó que 50 por ciento de los 
traspasos fueron a Afore con menos rentabilidad y más alta comisión. ¿Dónde esta-
ban las instituciones encargadas de la regulación? 

a manera de conclusión

a) El diseño de la pensión no se encamina a una de carácter universal porque sólo 
atenderá a los que carecen de ingresos pensionarios, lo cual es atendible por la baja 
cobertura de la seguridad social que prevalece, pero se desaprovechó la oportunidad 
de construir  una propuesta integral que tuvieran los siguientes contenidos:

 – una base de apoyo para todos los mexicanos mayores de 65 años, equivalente a un 
ingreso de bienestar mínimo, de financiamiento público.

 – una incorporación masiva a las instituciones de seguridad social de los siete millo-
nes de trabajadores no protegidos que están en empresas e instituciones formales.

 – Mantener la administración pública para las pensiones que no rebasen los 10 sala-
rios mínimos.

 – Dejar la administración privada para los ahorros adicionales o cuyos ingresos supe-
ren los 10 salarios mínimos. 

b) No se observa la instrumentación de propuestas productivas que pudieran tener 
mejores resultados para las personas en pobreza, continúa la perspectiva de incenti-
vo al consumo más que a la oferta identificada como producción, educación, inno-
vación, capacitación y por ello no se ataca a las raíces de la pobreza.

c) Los candidatos a obtener una pensión universal tenderán a crecer por el crecimiento 
de aquellos que no llegaron a obtener una pensión mínima garantizada, pero cuyos 
ahorros contribuyeron al fortalecimiento financiero del sector privado

d) Mientras no se recupere la pérdida del poder adquisitivo de los salarios e ingresos,la 
búsqueda del ingreso día a día será a partir de desarrollar actividades de los activos 
a la mano, los recursos de los hogares. La disminución de la participación de los 
salarios en el pib es notablemente, lo cual conduce a señalar que en la economía 
mexicana en algunos sectores, la productividad ha crecido pero no los salarios.

e) La seguridad social es un bien público que debiera estar fuera del ámbito mercantil, 
pero la realidad es otra. un avance importante es que la ley sitúa la responsabilidad 
estatal, pero en la regulación política no define áreas de la interacción humana que 
quedarán libres del funcionamiento del mercado, dejando sin  fortalezas la construc-
ción de bienes públicos.
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